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RELEVANCIA DEL ELEMENTO “INTERÉS O PROVECHO” 
EN LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS 

JURÍDICAS EN CHILE

RELEVANCE OF THE “INTEREST OR PROFIT” ELEMENT IN THE 
CORPORATE CRIMINAL LIABILITY IN CHILE

Gonzalo García Palominos*

RESUMEN: Este trabajo ofrece una interpretación del elemento “interés o provecho” exigido 
en el art. 3 de la Ley Nº 23.393 como condición de la punibilidad de las personas jurídicas, a 
partir de un análisis de los distintos modelos de responsabilidad penal en el derecho compa-
rado y el análisis de la coherencia de dicha exigencia para el propio sistema. Se concluye que 
la función de dicho elemento en el sistema de imputación chileno es definir objetivamente, y 
desde una perspectiva objetiva ex ante, el ámbito de competencia de la persona jurídica sobre 
las conductas de terceros autorresponsables, de manera de limitar los deberes de dirección y 
control. Por su parte, la incorporación de los adverbios “directa e inmediatamente” debe ser 
entendida como un elemento cualificador del injusto merecido de pena.
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ABSTRACT: This paper offers an interpretation of the “interest or profit” element required 
by section 3 of Statute 23.393 as a condition for the punishment of legal persons. It is based 
on the comparative analysis of criminal liability models for legal persons and its compatibil-
ity with Chilean regulation. It is concluded that the purpose of this element in the national 
law is to define from an objective ex ante perspective the legal person’s scope of command 
on the conducts of self-responsible staff, in order to limit managing duties and supervisory 
functions. On the other hand, the insertion of the adverbs “directly and immediately” must 
be interpreted as a qualifying element of the crime that determines the cases that deserve 
punishment.

Keywords:  interest or profit; directly and immediately; Corporate Criminal Liability Regime.

INTRODUCCIÓN

Que la responsabilidad penal deba surgir de procesos de imputación personal que 
buscan determinar la pertenencia de una conducta y sus consecuencias “significativas” a 
un sujeto determinado (con capacidad de manifestar con ella una deslealtad al derecho)1, 
resulta ser un topos político, dogmático y socialmente compartido. Tanto “lo penalmente 
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Derecho Penal, Universidad de los Andes (Chile). Código Orcid: 0000-0001-8559-4933. Dirección Postal: 
Monseñor Álvaro del Portillo 12455, Las Condes. Dirección electrónica: ggarcia@uandes.cl. El autor agradece 
a la ayudante de la cátedra de Derecho Penal en la Universidad de los Andes (Chile), Macarena Griffin C., y la 
profesora Teresa Aguirre por su colaboración en la revisión y corrección formal de este trabajo.
1  Véase en profundidad Mañalich (2015) p. 102; en un sentido más clásico Mir Puig (2003) pp. 1 y ss.
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atribuido” como “el tipo de efecto jurídico consecuencia de ello (pena)” explican, entonces, 
que los criterios de imputación se basen en el principio de autorresponsabilidad, de manera 
tal que la conducta punible sea consecuencia de un proceso de atribución de responsabili-
dad por la intervención de un sujeto en la realización del injusto típico.

La Ley Nº 20.393 de 2009 –que incorporó al ordenamiento jurídico chileno un sis-
tema normativo que denominó “Responsabilidad penal de las personas jurídicas”– consti-
tuye un estatuto extraordinario de responsabilidad penal. Lo extraordinario radica, por una 
parte, en que el proceso de incriminación especial se dirige a las personas jurídicas respecto 
de injustos penales no cometidos directamente por ellas, sino por aquellos que previamente 
hayan ejecutado terceros. Si bien este primer aspecto es extraordinario en el derecho penal, 
no es completamente extraño si se analizan los criterios de atribución de responsabilidad 
penal desarrollados para la coautoría, la autoría mediata o, incluso, la participación delic-
tual2. En estos últimos casos, a diferencia de la responsabilidad de la persona jurídica, la 
imputación del injusto se ha podido fundar por la literatura –como señala Frisch– de ma-
nera bastante “sólida”; en caso de la participación, adicionalmente, dicha declaración lo ha 
sido incluso por un hecho “ajeno”3. Por otra parte, lo extraordinario –aunque esta vez abso-
lutamente excepcional– radica en el hecho de que la superación del principio societas delin-
quere non potests4 ha llevado a reconocer en las personas jurídicas un “sujeto de imputación 
penal” con propiedades sustantivas diferentes a las de las personas naturales, por faltar en 
ellas las facultades espirituales de las personas naturales sobre las cuales se ha construido el 
derecho penal moderno5.

En el sistema chileno de imputación a personas jurídicas, establecido en los artículos 
3 y 5 de la Ley Nº 20.393 de 2009, solo podrá generarse responsabilidad cuando pueda 
explicarse una especie de conexión o vínculo de ilicitud (antijuridicidad) entre ciertos 
incumplimientos normativos de la “persona jurídica” y el delito de la persona física. Sin 
embargo, aquello dependerá de si también la persona física ha cometido el delito “directa e 
inmediatamente en su interés o para su provecho” (art. 3) o, al menos, “dentro del ámbito 
de funciones y atribuciones propias” (art. 5). Aquella exigencia, sin embargo, es coherente 
con varios sistemas de responsabilidad cuyos efectos son absolutamente diferentes como se 
demostrará, lo que genera interrogantes sobre el alcance de lo exigido por la norma chile-
na. No provoca dudas en ninguno de los modelos de responsabilidad –aunque por razones 
diferentes– la necesidad de excluir aquellas hipótesis en que la persona hubiera cometido 
el delito “exclusivamente en ventaja propia o a favor de un tercero” (exigencia de incisos 1 
y 4 del art. 3). Sin perjuicio de lo anterior, los cuestionamientos importantes se producen 
respecto de constelaciones adicionales en que el vínculo de interés es más difuso, ya que 
las soluciones son diferentes según cada modelo de responsabilidad y sus exigencias adi-
cionales: hipótesis dudosas son aquellas en que las acciones realizadas por la persona física 

2  Véase al respecto en Frisch (2013a) pp. 354 y ss.; una versión aproximada en español Frisch (2013b) 
pp. 816 y ss.
3  Frisch (2013b) pp. 816 y ss.
4  González (2014) pp. 31 y ss.
5  Van Weezel (2010) pp. 114 y ss. (p. 121); véase también sobre este cuestionamiento Jakobs (2002) p. 565; 
Frisch (2013b) pp. 813 y ss.
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beneficiaron a la persona jurídica, desde una perspectiva ex post, sin perjuicio de que aque-
llo no haya sido perseguido como objetivo ex ante por la persona física; o aquella en que la 
persona física ex ante buscaba beneficiarse ella misma, aunque no exclusivamente ya que, 
con ello, también se podía beneficiar accesoriamente a la persona jurídica, o en que la per-
sona física busca favorecer los intereses de la persona jurídica, pero por medio del beneficio 
directo propio o de un tercero.

La discusión anterior se vincula con interrogantes de dos clases: i. las primeras, refe-
ridas a la funcionalidad del elemento “interés” en el modelo adoptado (de lege lata), lo que 
determina, en parte importante, la naturaleza objetiva o subjetiva de este elemento6, y ii. 
las segundas, relativas a la capacidad de dicha exigencia para proveer criterios de mereci-
miento de pena legítimos y esenciales7 o, por el contrario, innecesarios8. 

Este artículo se propone, concretamente, analizar la función que el elemento “inte-
rés o provecho” cumple en la regulación chilena (de lege lata), lo que exige reconstruir el 
sistema adoptado a la luz del análisis de modelos regulatorios y la comparación funcional 
con sistemas regulatorios en España, Italia, Alemania y Estados Unidos. Al mismo tiempo, 
aquel análisis será desarrollado dogmáticamente, de manera de determinar el significado y 
alcance del objeto de estudio. 

I. “INTERÉS O PROVECHO DE LA PERSONA JURÍDICA”: ¿FACTOR DE 
CONEXIÓN O LIMITACIÓN A LA PUNIBILIDAD?

1.	 Explicación del elemento “interés o provecho” según el modelo de 
atribución9

Determinar “qué es aquello que se atribuye” resulta ser distintivo de cada modelo de 
responsabilidad, de lo que se deriva que no todos los modelos de responsabilidad –penal, 
civil y administrativo– generan un verdadero proceso de “imputación personal” por el he-
cho. En otras palabras, no todo sujeto que va a soportar la sanción o va “a responder” (asu-
mir la carga de la sanción) será a quién se le ha atribuido personalmente el hecho ilícito. 
Aquello podría suceder, por ejemplo, en algunos criterios de responsabilidad administrativa 
o civil basados en responsabilidad solidaria, alternativa o vicarial10. Aquello, como ya se ha 
indicado, es distinto en el derecho penal, en que el proceso de imputación de la autoría 
dependerá de la posibilidad de “imputación personal” del hecho a un sujeto como su obra.

Los sistemas vicariales estrictos, que consisten en la adopción, como criterio de 
responsabilidad penal, del principio respondeat superior elaborado para el derecho de da-
ños (civil), han desarrollado un criterio de responsabilidad en virtud del cual “la persona 
jurídica responderá por los daños causados [delitos] por sus empleados, en la medida que 

6  En este sentido Oficio FN Nº 440(2010) p. 7.
7  Ha optado por esta calificación, por ejemplo, Ortúzar (2012) p. 217.
8  Por ejemplo, véase Hernández (2010) p. 303; García Cavero (2012) pp. 68 y ss.
9  Un análisis comparado similar en Ragués (2017) pp. 105 y ss.
10  Véase con profundidad Celaya (1995) p. 101 y ss; Pino Emhart (2013) pp. 117 y ss.
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haya obtenido un beneficio de los actos ilícitos desarrollados por estos”11. Su fundamento 
original estaba radicado en un criterio “de justicia distributiva”, según el cual se debe cargar 
la responsabilidad de indemnización por el daño a terceros (reparación del daño) en aquel 
sujeto que se ha beneficiado ex post del riesgo asumido (y con ello soporta el costo econó-
mico de haber obtenido un beneficio). Este criterio fue asumido en el derecho anglosajón 
para el derecho penal, primero adoptando una perspectiva de justicia distributiva (similar a 
la civil) y luego desde una perspectiva disuasiva basada en la lógica utilitarista: imponer una 
carga en el “principal” (y no en el agente) por ser este el más eficiente y barato “evitador” 
de los riesgos inherentes a la actividad (idea de control/beneficio)12. Con posterioridad a 
los años cuarenta, la tesis mayoritaria en materia penal tendió a derivar en una especie de 
responsabilidad mixta, que mezclaba en sus fundamentos el modelo de responsabilidad vi-
carial con el modelo de responsabilidad por culpa propia, esto es, que centraba la argumen-
tación en ciertos deberes de vigilancia derivados del desarrollo de una actividad riesgosa, 
pero que generaba un enriquecimiento (véase United States v. A&P Trucking Co.; Stan-
dard Oil Co v. United States)13. Aquello haría variar levemente la acentuación desde la 
perspectiva ex post que caracterizaba los sistemas de responsabilidad por el daño a uno de 
análisis ex ante que ubica el beneficio o interés como fuente de deberes de cuidado14.

Uno de los aspectos más discutidos y relevantes en el modelo de responsabilidad 
vicarial dice relación con determinar si el requisito del interés “fundamenta” la responsabi-
lidad penal o, por el contrario, simplemente la limita, la excluye (descarga o desconecta) o 
sirve para derrotar una especie de presunción. Esto es, determinar si la responsabilidad es 
consecuencia de la competencia objetiva de la persona jurídica sobre las conductas de sus 
órganos, lo que implica que se presume que estos se han motivado por el interés de la em-
presa, de manera tal que dicha responsabilidad orgánica decae si se prueba una ausencia de 
interés del principal. Por el contrario, también habrá que determinar si dicha responsabili-
dad –al igual que la responsabilidad civil– solo requiere la constatación de que el principal 
se ha enriquecido o aprovechado como consecuencia de la acción de alguna persona física. 
En este caso, el interés fundamenta la responsabilidad. 

Para el primer modelo de responsabilidad vicarial, el círculo de autores del delito sir-
ve de base para la responsabilidad de la persona jurídica ya que lo que lo caracteriza es que 
está limitado a agentes que cumplen labores directivas o de control que permiten justificar 
de mejor forma la transferencia de responsabilidad a la empresa. En este caso el elemento 
“interés” solo podrá desvincular o desconectar la transferencia de responsabilidad fundada 
en el vínculo formal (no actúa en interés), probando un ánimo subjetivo de motivación 
diverso. En cambio, para el segundo modelo de responsabilidad (vicarial estricto) no es 
relevante la calidad de sujeto activo ni su motivación, por lo que el agente puede ser un 
trabajador de menor importancia en la estructura organizacional (no órgano), ya que el 

11  Con mayores referencias Undangarín (2014) pp. 7 y ss.
12  Véase ampliamente en Gómez-Jara (2009) p. 45; Artaza (2013a) p. 85; Villegas (2016) pp. 173 y ss. (en 
especial p. 190).
13  Véase sobre estos casos, Villegas (2016) p. 174. 
14  Villegas (2016) pp. 173 y ss. (en especial p. 190).
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criterio determinante es el enriquecimiento injusto en favor del principal. La motivación de 
actuar en interés es irrelevante, frente al resultado objetivo de haber beneficiado a la empre-
sa; a menos que se excluya la responsabilidad objetiva y se exija como límite a la sanción, 
la culpa propia. En este caso, la exigencia de obrar fundado en un interés, lo es para fijar el 
ámbito de los deberes de cuidado del principal. 

El zigzagueo jurisprudencial norteamericano es consecuencia precisamente de la 
tensión sobre los modelos, esto es, entre la adopción de la “teoría de la identificación” o del 
alter ego15 o de la responsabilidad vicarial estricta. A modo de ejemplo16 en el caso United 
States v. Empire Packing Co.17 se aceptó la tesis de transferir la responsabilidad a la em-
presa por las conductas del presidente de la compañía (falsificación en subsidios públicos), 
en tanto este lo había hecho en representación de la compañía y dentro de las competen-
cias que como tal le correspondía. Adicionalmente, y aquí el punto central, las actividades 
se realizaron solo como consecuencia de la autoridad corporativa que lo envestía. Dicho 
elemento, sin embargo, deja de ser central en el caso United States v. Armou & Co.18 
en que el agente resultaba ser un mero vendedor, cuestión que no fue entendida como un 
impedimento para imputarle el delito también a la empresa. La defensa alegó que no exis-
tía evidencia de que algún alto ejecutivo hubiera participado o tenido conocimiento de las 
conductas ilícitas del vendedor y, aún más, que le era imposible controlar las conductas de 
todos sus vendedores. Sin embargo, el tribunal –adoptando la versión más estricta de la res-
ponsabilidad vicarial– consideró que la conducta del empleado se encontraba bajo la esfera 
de control del empleador y, citando19 la sentencia en el caso United States v. George F. 
Fish, Inc.20, sostuvo la tesis de que la negación de la responsabilidad de la empresa implica 
una especie de “inmunización al sujeto que se beneficia de los actos que, invariablemente 
no son realizados por ejecutivos, sino por subordinados”. Surge, entonces, nuevamente el 
“interés” como factor de conexión entre la conducta de la persona física y la empresa.

Por su parte, el Model Penal Code de 1962 desarrollado por el American Law Insti-
tute en los Estados Unidos21, basa su criterio de imputación esencialmente en la teoría de 
la identificación atenuada por la culpa propia22. Así, al fundamentar la responsabilidad en 
el criterio de la representación formal del órgano y no en el “actuar en interés”, este último 
elemento solo cumple una función de exclusión. Esto es, la falta de “actuar en interés o 
beneficio” (por ejemplo, no actuando en su nombre ni en el ejercicio de las funciones que 
tiene encomendadas) serviría como una descarga de la presunción simplemente legal cons-
truida a partir de que la conducta haya sido desarrollada dentro de la esfera orgánica de 
autoridad. Este sistema mixto reconoce entonces –aunque en sentido negativo– este triple 

15  Silva Sánchez (2008) p. 132.
16  Más ejemplos en Villegas (2016) p. 143.
17  United State v. Empire Packing Co. (1949).
18  United States v. Armou & Co. (1948).
19  United States v. Armou & Co. (1948).
20  United States v. George F. Fish, Inc. (1946) 
21  Robinson y Dubber (2007) p. 320; Hefendehl (2001) p. 421; Para una explicación sistemática véase Un-
dangarin (2014). 
22  Nieto (2008) p. 8.
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sistema de imputación. El de la identificación orgánica como fundamento (que termina 
por presumir la responsabilidad) y, como criterios negativos de exclusión, el del interés y el 
de la culpa de la empresa.

En este contexto general, se puede observar que la exigencia de perseguir un interés 
en favor de la empresa (beneficiar) tiene una explicación diferenciada en los distintos sis-
temas modernos, pero que finalmente se decanta por uno mixto23. El paso de un criterio 
de justicia distributiva del derecho civil (¿quién carga con los costos de reparar el daño 
causado?) al derecho penal (¿quién responde por el injusto penal?) generó24, entre los años 
cuarenta y sesenta, una búsqueda de criterios de atribución de responsabilidad que vincu-
laran directamente a la empresa, esto es, por su culpa propia25. Aquello permitiría superar 
la idea de sanción por un injusto ajeno. La pérdida de relevancia del elemento “interés o 
provecho”, como criterio de mera transferencia de responsabilidad, provocó que se pasara a 
entender la exigencia de obrar en interés como un criterio de fijación de competencia de los 
deberes de diligencia, desde donde construir la culpa propia. Así, como criterio negativo de 
competencia, si lo que perseguía subjetivamente la persona física era obtener un beneficio 
propio, su conducta no sería parte de la competencia de la empresa, por lo que la persona 
jurídica quedaría exenta de responsabilidad. Por lo mismo, por tratarse solo de un criterio 
de fijación de competencia, es que –como señala Villegas– se generaría responsabilidad 
penal incluso cuando, actuando en interés de la empresa, la conducta cause un daño a la 
sociedad26. La sentencia del caso Standard Oil Company of Texas v. United States 27, como 
explican correctamente Artaza28 y Villegas29, representa aquella postura de que lo importan-
te es conectar jurídicamente la competencia de la persona jurídica a la persona física, por lo 
que no se puede analizar solo desde una especie de “resultado” objetivo ex post.

En el otro extremo de los modelos comparados, el sistema alemán de atribución de 
responsabilidad (infraccional) “administrativa” por “defecto organizacional”30, llega a con-
clusiones similares. Este modelo está configurado por la relación entre el §30 (1) OWiG 
(Ley alemana sobre contravenciones administrativas) –norma que introdujo la responsabi-
lidad de las corporaciones en el ámbito administrativo sancionador alemán– y el §130 (1) 
OWiG, norma que establece deberes directos de los empresarios y de las personas jurídicas 
en relación al control de sus empleados en el cumplimiento normativo. Adicionalmente, el 
§130 (3) OWiG establece otra norma de sanción administrativa, también vinculada con la 
norma de conducta del §130 (1) OWiG, aunque esta vez con la amenaza de sanción al ti-
tular o dueño de un establecimiento o una empresa, en aquellos casos en que alguno de sus 

23  Villegas (2016) pp. 171 y ss.
24  Véase en Nieto (2008) p. 8.; en la literatura chilena, Ortúzar (2012) p. 217.
25  Véase Artaza (2013a) pp. 83 y ss.; Gómez-Jara (2009) pp. 45 y s.; Laufer (1999) p. 1362.
26  Arlen y Kraakman (1997) p. 2. 
27  Standard Oil Company of Texas v. United States (1962).
28  Artaza (2013a) p. 95. 
29  Villegas (2016) p. 174.
30  Klesczewski (2010) p. 201 (número al margen 647 y ss.); para el derecho penal, Tiedemann (1988) pp. 1169 
y ss; Stratenwerth (1992) pp. 295-299; Alwart (1993) pp. 752 y ss., 755; Hernández (2010) p. 217.
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empleados o subordinados, infringiendo ciertos deberes, cometa un delito31. La norma de 
conducta del (1) del §130 OWiG señala que actúa infraccionalmente quien como titular 
de un establecimiento o una empresa omite dolosa o imprudentemente medidas de control 
que son necesarias para impedir vulneraciones a deberes que afectan al titular del estableci-
miento o empresa y que se castigan con pena o con multa. El círculo de autores del hecho 
de conexión (Anknüpfungstat), en la norma de sanción de la persona jurídica, abarcaría solo 
a las personas que actúan con responsabilidad de dirección. Su fundamento no estaría ra-
dicado en la necesidad de justificar una transferencia de responsabilidad, sino de “evitar el 
desplazamiento de la responsabilidad desde los niveles jerárquicos máximos y superiores ha-
cia los niveles inferiores y, de este modo, la elusión de la responsabilidad de la asociación”32. 
De ahí que la fórmula elegida en el § 30 (1) OWiG, establezca como su exclusivo criterio 
de atribución de responsabilidad la infracción a los deberes propios de la asociación gracias 
a los cuales esta se ha enriquecido o ha debido enriquecerse33.

La búsqueda de un enriquecimiento de la persona jurídica, en este contexto, si bien 
es un presupuesto tácito asociado a la sanción administrativa, pareciera no constituir un 
verdadero Anknüpfungstat (factor de conexión)34. Sin embargo, como destaca Sieber, la 
orientación patrimonialista se propone causar un costo disuasivo a las empresas por medio 
de una especial forma de comiso (efecto de confiscación en el § 17 Abs. 4 OWiG). Sin per-
juicio de lo anterior, si se reconoce como elemento de “desconexión” tácito el que el tercero 
haya actuado exclusivamente en interés propio35.

A pesar del evidente parentesco entre el modelo alemán y el español, el elemento del 
“interés” ha sido interpretado para el sistema español ya no solo como un factor de cone-
xión desarrollado para limitar el ámbito de aplicación de deberes, sino derechamente como 
un criterio de imputación diferenciado (art. 31 bis 1)36.

El artículo art. 31 bis 1 del CP español establece dos títulos de imputación distin-
tos: el que en la letra a) se refiere a los delitos cometidos por los administradores; esto es, 
sujetos orgánicamente ubicados en la cúspide de la organización y en la letra b) los subordi-
nados. La razón que explica la distinción radica en que, según las características del hecho 
de conexión, distinta debe ser la fundamentación de la imputación o, a lo menos, distintos 
deben ser los criterios para “generar” responsabilidad. Así, por ejemplo, Feijóo señala que 
la justificación de esta distinción –tras la reforma de 2015– no sería la de fundamentar la 
punibilidad, sino la de establecer distintos criterios que sirvan de “exclusión” de la respon-
sabilidad penal37. Para la hipótesis que exige una calidad especial (orgánica) de la persona 
física, surgiría responsabilidad, si se cumple con los requisitos establecidos en el apartado 

31  La traducción del §130 OWiG en Sieber (2013) p. 83.
32  Louis y Wassmer (2006) pp. 203 y ss.
33  Louis y Wassmer (2006) pp. 203 y ss.
34  La traducción en Louis y Wassmer (2006) pp. 203 y ss.
35  Louis y Wassmer (2006) p. 204.
36  Véase Silva Sánchez (2014a) p. 195; Silva Sánchez (2014b) p. 285; Silva Sánchez (2008) pp. 129 y ss; 
Robles (2015) pp. 136 y ss; Cigüela y Ortíz de Urbina (2020) pp. 84 y s; Gómez-Jara, Carlos (2005) pp. 163 
y ss; Gómez-Jara, Carlos (2018) pp. 65 y ss.; Gómez-Jara, Carlos (2015) pp. 89 y ss. 
37  Feijóo (2016) p. 84. 
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segundo y que exige que la conducta de la persona física sea atribuible a una falta de con-
trol, supervisión y vigilancia por parte de la persona jurídica. Por lo mismo, para que la 
conducta del agente pueda generar responsabilidad de la persona jurídica, según señala este 
autor, debería acreditarse que la persona jurídica no haya creado un órgano que controle la 
legalidad de la actuación de los administradores o, en caso de haberse implementado, los 
autores individuales hayan cometido el delito eludiendo fraudulentamente los modelos de 
organización y de prevención. Por su parte, tratándose de personas físicas subordinadas (le-
tra b) del apartado 1 y 4 del art. 31 bis), se dispone que la persona jurídica quedará exenta 
de responsabilidad si, antes de la comisión del delito, ha adoptado y ejecutado eficazmente 
un modelo de organización y gestión que resulte adecuado para prevenir delitos de la natu-
raleza del que fue cometido o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión.

En lo que aquí interesa, empero, es que en el modelo español –modificado en 2015–
la posición de la persona física en la estructura de la empresa no resulta ser un elemento 
esencial de la conexión; lo anterior es coherente con un sistema que se basa en el reco-
nocimiento de un marco organizativo amplio y en la culpa propia, esto es, en un déficit 
específico de la propia organización de la persona jurídica. Aquello es lo que explica que en 
la Circular 1/2016 –sobre la responsabilidad penal de las personas jurídicas conforme a la 
reforma del Código penal efectuada por Ley Orgánica 1/2015– la referencia típica del “be-
neficio directo o indirecto” tenga solo una naturaleza objetiva de la acción, lo que significa 
que debe ser idónea para reportar una ventaja a la persona jurídica38.

En la orientación aparentemente similar a la del sistema mixto del Código Penal 
Modelo de 1962 de Estados Unidos, –y abiertamente más parecida a la del sistema chile-
no– se encuentra el modelo italiano de responsabilidad de personas jurídicas. Este desa-
rrolla un sistema de imputación que ubica en la base del sistema el criterio del interés (y/o 
ventaja). Todos los demás criterios son desarrollados en forma de exclusiones negativas. 
En efecto, el Decreto Legislativo Nº 231 del 8 de junio de 2001 italiano sobre “Disciplina 
de la responsabilidad administrativa de las personas jurídicas, empresas y asociaciones sin 
personalidad jurídica”39, desarrolla un modo de imputación que distingue dos grupos de 
personas físicas, según sus distintas vinculaciones institucionales, de manera tal que los 
criterios de vinculación normativa entre la empresa y la persona física dependan de aquella 
naturaleza de vinculación objetiva (art. 5 Nº 1 a y b). Dichos criterios de imputación dife-
renciado (art. 6 y art. 7) le dan importancia a la adopción de un modelo de gestión dirigido 
a impedir la comisión de infracciones penales; la conformación de un organismo dirigido a 
vigilar el funcionamiento y la observación de este modelo, y la estructuración de un sistema 
disciplinario interno cumpliría una función estructural40.

Se trata de un modo de evitar una responsabilidad exclusiva de la empresa basada 
en la conducta del órgano, sin considerar la propia culpabilidad de la empresa,41 al punto 

38  Díez Ripollés (2016) p. 267; Ragués (2017) pp. 105 y ss.
39  Véase Carnevali (2010) pp. 296 y ss.; en la literatura extranjera Seminara (2014) pp. 127 y ss.; Fiorella y 
Valenzano (2016) pp. 53 y ss.; Valenzano (2015) pp. 169 y ss., De Simone (2013) pp. 263 y ss.; De Vero 
(2008) pp. 1 y ss.; Fiorella (2006) pp. 53 y ss.
40  Carnevalli (2010) p. 301. 
41  Seminara (2014) p. 131.
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de poder considerar ciertas ventajas como “meramente fortuitas”. El sistema incluiría, en 
palabras de Seminara, un criterio subjetivo de imputación que serviría para introducir un 
coeficiente de “reproche”, aunque estructurado de modo distinto a la imputación relativa a 
los delitos cometidos por los sujetos que no se encuentran en el vértice, refiriéndose a las 
personas físicas que cometen el delito dolosamente, que no se encuentran en la estructura 
superior. En este caso, en los sujetos del vértice, el art. 6 presumiría una responsabilidad del 
ente, excluyéndola únicamente en el supuesto en que se demuestre la implementación idó-
nea de modelos de organización y gestión a los que se refiere el art. 6. La responsabilidad 
del ente giraría, según Seminara, en torno a la omisión de los modelos organizativos, de 
manera tal que su implementación cumpliría una función de garantía una vez superado el 
versari in re ilícita, y su naturaleza sería la de una “causa de exclusión de la punibilidad”42. 
En el caso de quienes no se encuentren en el vértice [art. 7 en relación con el art. 5 Nº 1 
letra b)] ya no se presenta la presunción de responsabilidad por el solo hecho de que las 
personas físicas hayan actuado en interés o para ventaja de la persona jurídica, sino que será 
necesario “adicionalmente” haber actuado en razón de aquel interés, que el delito haya sido 
posible por el incumplimiento de las obligaciones de gestión o supervisión de la persona 
jurídica. Una fórmula para probar el correcto cumplimiento de aquellos deberes resulta ser, 
aunque no sea el único, la implementación de un modelo de organización, gestión y con-
trol adecuado para prevenir delitos de este tipo.

Sin perjuicio de la centralidad que la regulación italiana le otorga al “interés” como 
elemento de la responsabilidad, la literatura italiana no es conteste sobre la forma de de-
terminar su contenido y contornos. Como expone Salvo Ilabel, respecto a las posiciones 
dogmáticas, el examen del interés es realizado en clave objetiva y ex post, ya que entenderlo 
como un elemento subjetivo en la conducta, dificultaría en demasía la imputación del deli-
to a la entidad. En lo que todos resultan coincidir, en todo caso, es que el objeto final es la 
determinación de que el hecho se realizó en el “ámbito” de la empresa43. Valenzano, parece 
dar una lectura distinta a la normativa y una explicación diferente al contenido del interés, 
aunque distinguiendo las dos hipótesis –interés y para su beneficio– por lo que señala que 
el interés, al ser lo que motiva la conducta criminal, debe ser establecido desde una pers-
pectiva ex ante; mientras que el beneficio (ventaja) se establece necesariamente ex post44. 
Aquello logra su explicación, como ya se ha adelantado, en que todo el sistema está diseña-
do desde los distintos niveles de “pertenencia” (appartenenza) de la conducta de la persona 
física a la de la persona jurídica a partir del “interés o beneficio”45.

42  Seminara (2014) p. 132.
43  Salvo (2014) p. 126.
44  Valenzano (2015) pp. 169-194; una opinión extendida, en todo caso, es que la imputación a la persona 
jurídica no podría limitarse al hecho de la materialidad del interés, sino que se extiende también a la dolo del 
delito cometido por la persona en un cargo superior. De Simone (2013) pp. 263 y ss., señala que se vincula con 
la pertenencia orgánica.
45  Niveles de pertenencia del sistema: 1) “por destinación”; 2) “por la posición jerárquica”; 3) “por la derivación 
del hecho de un defecto de organización”; 4) “por la derivación del riesgo no permitido de la empresa”; 5) por 
una “elusión no fraudulenta” del modelo organizativo por parte del autor ápical del delito.
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En conclusión, y como es posible observar, la búsqueda de un interés y provecho es 
utilizado por los distintos modelos con una funcionalidad diferenciada, siendo la principal 
tarea nuestra definir aquella que sea coherente con el sistema chileno.

2. “ACTUAR EN INTERÉS O PROVECHO” EN EL SISTEMA 
NORMATIVO CHILENO

2.1.	 Aspectos generales del sistema chileno

El sistema de imputación de los arts. 3 y 5 de la Ley Nº 20.393 constituye un mode-
lo mixto46 de atribución de responsabilidad que se configura por la vulneración de deberes 
de autorregulación referidos al control de los “propios riesgos” (una especie de modelo de 
incumbencia) por parte de las personas jurídicas, y referidos esencialmente a “delitos corpo-
rativos” generados durante la operación del negocio. Ya que las conductas de la persona fí-
sica y los procesos de relevancia social efectuados por la persona jurídica son diferentes, aun 
cuándo se vinculen entre sí, el sistema de responsabilidad desarrolla criterios para definir en 
qué medida la conducta auto responsable de la persona física forma parte de los “procesos” 
dominados, dirigidos y controlados por la persona jurídica que, al mismo tiempo, adoptan 
una relevancia penal autónoma.

Estructuralmente el sistema se basa, entonces, en la vulneración de deberes de direc-
ción y vigilancia (i), la definición de un grupo de conductas base de la responsabilidad y que 
constituyen el marco general de competencia por la dirección y control (ii) y la imputación del 
delito de la persona física al ámbito de su competencia de dirección y control de riesgos (iii).

En relación a los deberes y su vulneración (i), si bien nuestra ley solo se ha limitado 
a reconocer su existencia como deberes de dirección y supervigilancia, no es menos cierto 
que estos no son deberes positivos de “evitación” absoluta de los delitos que puedan ser 
desarrollados por sus empleados y directivos. No se trata de una transferencia genérica de 
deberes de policía. En particular, el deber se refiere solo a organizarse adecuadamente de 
manera tal que las actividades de la persona jurídica –en el marco de su competencia orga-
nizativa– no constituyan un catalizador de conductas delictivas. Aquello sucedería si las po-
líticas de la empresa generaran desproporcionadamente o superaran los riesgos de comisión 
de delitos, como a través de políticas de negocios que impliquen tolerancia, impulso de 
conductas delictivas47, hasta el incentivo a las mismas. Tampoco, como ya es evidente en el 
art. 4 de la ley, el sistema chileno exige solo un modo de cumplimiento de aquellos deberes 
organizativos como sería la obligación legal de implementar un programa de cumplimien-
to, aun cuando el sugerido en la ley pueda servir de estándar de cumplimiento de deber48.

El sistema, adicionalmente, se configura de manera coherente con el tipo de “delitos 
corporativos”49 asociado a sus deberes, adoptando un numerus clausus de delitos base en el 

46  Hernández (2010) p. 217.
47  Ortúzar (2012) p. 238.
48  Hernández (2010) p. 216, nota al pie Nº 89; Artaza (2013a) p. 568.
49  Según explica Nieto Martín [(2017) p. 169.] se trata de delitos que se generan como consecuencia de una 
serie de dinámicas internas.
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art. 1 de la ley (ii). A diferencia del sistema español que concreta un “amplio” List-Based-
Approaches, y en que la exigencia del interés directo e indirecto puede ser entendido como 
incompatible con la extensión y naturaleza de los delitos base de la responsabilidad de las 
personas jurídicas por seleccionarse sobre la base de su “frecuencia criminológica”50 (lo que 
ha exigido forzar “modelos de imputación diversos” según el tipo de delito)51, en Chile la 
situación es diferente. En efecto, el diseño del sistema chileno está basado en la infracción 
a deberes vinculados con la creación de riesgos delictivos que genera la propia organización 
(“incumbencia”)52 y el control de estos; si, adicionalmente, se exige un vínculo de ilicitud 
entre la vulneración a dichos deberes propios y la conducta delictiva de la persona física, lo 
lógico sería que los delitos base fueran de aquellos susceptibles de constituir un “incentivo” 
organizativo (delito corporativo). En efecto, siguiendo una distinción propuesta por Ragués 
para el sistema español –entre delitos de aptitud para generar beneficio, delitos que cons-
tituyen objeto social de la empresa, delitos abiertos, delitos facilitadores de intereses de la 
empresa, delitos que contienen mensajes con contenido ideológico, delitos no aptos para 
generar beneficios53– es posible constatar que el sistema chileno abarca casi exclusivamente 
delitos que persiguen o facilitan la persecución de intereses de la empresa.

En relación a la imputación del delito de la persona física a la esfera de organización 
de la persona jurídica (iii), como se sabe, el sistema chileno establece dos criterios adiciona-
les: a. que la persona física tenga una posición institucional determinada y b. que el delito 
de la persona física sea “consecuencia” de la infracción de la persona jurídica. Estos ele-
mentos, en principio, tienen como objetivo que este “ilícito propio” de la persona física sea 
expresión también del injusto y culpabilidad de la persona jurídica, lo que implica no solo 
que debe acreditarse una vinculación abstracta y normativa, sino esencialmente “una vincu-
lación de sentido”. El sistema no adopta, por lo mismo, un modelo de imputación en que 
el defecto organizativo fuera razón suficiente para la imputación54, por lo que lo definitorio 
como sistema de atribución es determinar la vinculación entre el defecto de organización 
derivado del incumplimiento de deberes de dirección y vigilancia, y el delito de la persona 
física, como lo exige expresamente el art. 3: “siempre que la comisión del delito fuere con-
secuencia del incumplimiento”55.

Como es posible advertir, precisamente estas características del sistema dan cuenta 
de que, si bien el legislador optó por un modelo de responsabilidad mixta y basado en la 
infracción de deberes de autorganización –descartó otros como el vicarial estricto anglosa-
jón y, con ello también, posibles funcionalidades que se le podía proveer al elemento “inte-
rés o beneficio”–, lo hizo con características propias que también lo distinguen de aquellos 
sistemas jurídicos que han adoptado un modelo similar y que le han servido de referencia, 
como el español, alemán o italiano. Dos ejemplos:

50  Véase al respecto, Ragués (2017) pp. 135 y s. (véase nota al pie Nº 1). 
51  Nieto Martín (2017) pp. 167 y ss.
52  Sobre el concepto de incumbencia, véase Hruschka (1984) pp. 661-702.
53  Ragués (2017) pp. 137 y s.
54  Hernández (2012) p. 85.
55  Hernández (2010) p. 227; Piña (2012) p. 7.
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Con respecto al sistema alemán [del §30 (1) y §130 OWiG], la distinción es impor-
tante, en tanto este no tiene la particularidad de exigir una “consecuencialidad” fáctica-
normativa entre la persona jurídica y la conducta de la persona física y está basado exclu-
sivamente en una omisión propia de deberes de control (Aufsichtsmaßnahmen). En dicho 
contexto, como se explicó más arriba, el elemento “enriquecimiento” no constituye un 
hecho de conexión sino solo una necesidad asociada al comiso de ganancias.

Por su parte, y sin perjuicio de la influencia del modelo de transferencia italiano en 
el chileno, este último, no implementa, como el italiano, una cláusula de “interés” funcio-
nalizada para derrotar la presunción o el vínculo formal que causa ser un funcionario apical 
del ente (función negativa). El sistema chileno, en realidad, asume como criterio general de 
imputación la vulneración de los deberes de dirección y vigilancia (esto es, el criterio desa-
rrollado en el modelo italiano exclusivamente para los empleados que no se encuentran en 
el vértice, pero que están sujetos a la dirección o supervisión) y su vínculo de ilicitud con el 
delito de la persona física. Estos deberes, al comprender ámbitos de relación externos a la 
empresa (proveedores, instituciones estatales, etc.) desarrollados por personas auto respon-
sables, necesitan de criterios que determinen su contenido y limiten sus contornos.

2.2.	 La discusión sobre la naturaleza del elemento “interés o beneficio” y su 
coherencia con el modelo

En relación a la regulación chilena, García Cavero ha hecho un intento –utilizando 
una especie de reductio ad absurdum56– por acentuar cierto nivel de incompatibilidad entre 
el “requisito del interés directo e inmediato” y el modelo adoptado, incluso calificando la 
exigencia aquí examinada como “un cuerpo extraño”57. Según este autor, sería incomprensi-
ble que una empresa bancaria pudiera eximirse de responsabilidad si, pudiendo hacerlo, no 
hubiera implementado un programa de cumplimiento ni evitado la ejecución de un delito 
de lavado de activo de un funcionario en su beneficio personal. Si bien aquella crítica está 
lejos de demostrar incompatibilidad, sobre todo en un sistema de imputación penal “por 
conductas de terceros”, sin embargo, da cuenta de la necesidad de determinar qué papel o 
función debe o puede cumplir en el sistema chileno. Por cierto, aquello exige que se benefi-
cie y opte por aquella interpretación que provea funcionalidad:

(aa) Tanto desde una perspectiva lingüista como jurídica, el verbo “cometer” que va 
seguido de la preposición “en” y seguida del sustantivo “interés”, denota la finalidad de la 
acción que ocupa a alguien: “cometer una acción con la finalidad de beneficiar un interés 
o en beneficio de”. Aquello coincide con el uso habitual que, desde el derecho civil, se le 
otorga a la frase “en interés”: relación jurídica “en interés de las partes; prestación en inte-
rés de la otra”. Por su parte el sustantivo “interés”, tanto desde una perspectiva lingüística 
como jurídica, denota una tensión objetiva hacia una cosa o bien que sirve para satisfacer 
necesidades. Desde este punto de vista, y al no limitar el legislador el concepto de “interés” 
a una naturaleza concreta, solo corresponde interpretarla “funcionalmente”. Por su parte, la 
preposición “para”, denota el fin o término a que se encamina una acción; por lo que pre-

56  Un argumento similar es proporcionado en Ragués (2017) p. 101.
57  García Cavero (2012) p. 69.
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cedida del verbo “cometer” denota la finalidad de la comisión de una acción. El sustantivo 
“provecho”, desde esa perspectiva, tiene un significado más limitado que el de “interés”, y 
denota la utilidad o beneficio de carácter económico que se proporciona a alguien.

Desde esta perspectiva, solo es posible asignarle al elemento una relevancia general, 
pero no así una funcionalidad concreta dentro del sistema.

(bb) Entre nosotros, la discusión respecto al modelo, funcionalidad y contenido de la 
exigencia “interés o provecho” ha sido bastante precaria y se ha limitado a definir el elemento, 
sea como una exigencia objetiva o subjetiva, sin o con vagas referencias a su funcionalidad.

Así, autores como Hernández58, Segovia59 y Matus60 entienden este elemento como 
un elemento “subjetivo” presente en la conducta de la persona natural, pero requisito de 
la misma naturaleza subjetiva en la imputación a la persona jurídica. En este mismo sen-
tido se orienta la opinión de la Fiscalía Nacional del Ministerio Público en el oficio FN 
Nº 440/201061. Por cierto, dicha opinión es coherente con un sistema que busca fijar un 
marco de interés organizativo que quede limitado a la ejecución de delitos en el ámbito de 
los recursos humanos comprendidos por la organización y que no se extienda a hipótesis 
en que ex post se produjo un “provecho”, pero que no motivó originalmente la conducta. 
Habla en favor de esta interpretación un elemento sistemático: la imputación denominada 
“autónoma” en el art. 5 no exige el elemento “interés o provecho” y lo sustituye por el de 
que haya actuado “dentro del ámbito de funciones y atribuciones propias” (art. 5). Lo ante-
rior puede entenderse como la opción de un elemento objetivo-orgánico, ante la imposibi-
lidad de una definición subjetiva por falta de un sujeto concreto de imputación. 

Si bien parte de la literatura especializada ha criticado la opción por configu-
rar este factor de conexión (interés o provecho) desde una perspectiva subjetiva (como 
motivación)62, no hay duda de que aquella interpretación tiene la idoneidad de darle cohe-
rencia al sistema, aunque en su configuración actual tienda a limitar en exceso la punibili-
dad. Tres son los principales problemas de esta tesis. El primero radica en que la mayoría 
de estas interpretaciones subjetivizadas, terminan por proveer al elemento “interés” una 
funcionalidad de muy menor relevancia práctica. Se trataría de una exigencia de funcio-
nalidad meramente negativa –similar en el sistema normativo italiano, cuya fucionalidad 
es derrotar las presunciones o vínculos formales– que excluye la responsabilidad en casos 
de actuar en “exclusivo” beneficio de la persona física63. Segundo, y asociado a lo anterior, 
es que dicha interpretación conduce a desconocer la diferencia dispuesta en la misma ley 
entre la hipótesis de “exclusividad personal en la búsqueda de interés” y la hipótesis de 
que, por ejemplo, objetivamente “no” estén encaminadas derechamente en interés o para 
provecho de la persona jurídica ni resulten exclusivamente favorables a la persona física, 
aun cuando objetivamente puedan favorecer a la primera. En consecuencia, limita el único 

58  Hernández (2010) p. 221.
59  Segovia (2016) p. 231, cita. 52 y; p. 253.
60  Matus (2009) p. 285.
61  Oficio FN Nº 440 (2010) p. 7.
62  Matus (2009) p. 285.
63  Hernández (2010) p. 221; en esta misma línea de argumentación, Salvo (2014) p. 303.
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posible aporte de relevancia de dicho elemento, generando una interpretación que le extir-
pa su funcionalidad en contradicción con la decisión del legislador (contra legem). Tercero, 
la tesis supone el diseño de un sistema de imputación que establece, como presupuesto de 
la responsabilidad propia, la subjetividad de la conducta de un tercero, lo que vulnearía el 
principio de culpabilidad ad hoc a las personas jurídicas.

En el otro extremo, parte de la literatura chilena (por ejemplo, Navas y Jaar64) ha 
propuesto una interpretación objetiva del elemento “interés” o “provecho”, pero desde una 
perspectiva ex post; esto es, se trataría de un elemento que se debería interpretar solo desde 
la consideración de si “la persona se vio beneficiada por el delito cometido”65. El problema 
de esta propuesta radica en que, como se analizó en la primera parte de este trabajo, solo 
es compatible y coherente con un sistema de imputación basado en criterios de justicia dis-
tributiva (como el de sistema vicarial en la responsabilidad civil por el daño) y no con uno 
que intente atribuir responsabilidad por un injusto penal (incluso si es ejecutado por un 
tercero) ni menos con uno basado en la propia organización defectuosa. Dichos sistemas 
vicariales, por el contrario, solo imponen una carga (indemnizatoria) en el “principal” (y no 
en el agente) por ser este el que está en mejores condiciones de responder frente al daño ge-
nerado en su beneficio. Se trata abiertamente de una modalidad de responsabilidad objetiva 
–civil– por un injusto completamente ajeno. Por lo mismo, esta tesis –como quedó ya de-
mostrado– ha sido abandonada incluso en el sistema anglosajón (penal) y ha mutado a uno 
de análisis ex ante que ubica el beneficio o interés como fuente de deberes de cuidado66.

Una tercera opción –que no ha sido desarrollada por la doctrina nacional, a pesar 
de poder evidenciarla aparentemente y sin perjuicio de su propia autocalificación contra-
ria, en la opinión de Ortúzar67– define este elemento como un requisito objetivo ex ante, 
cuya funcionalidad está radicada en la definición del contenido de los deberes; esto es, que 
tiene como presupuesto que la conducta típica desde una perspectiva objetiva (tercero im-
parcial) y temporalmente ex ante, pueda expresar la orientación a privilegiar a un tercero o 
representar los intereses de este. Esta tercera tesis tiene la ventaja de captar las aportaciones 
sistemáticas de la tesis subjetivista, pero también de considerar que los elementos subjetivos 
ajenos al sujeto de imputación se vuelven meramente objetivos en la imputación concreta. 
Este aspecto resulta ser absolutamente revelador respecto a su naturaleza.

(cc) Esta opción objetiva ex ante es aquí favorecida, por las razones sistemáticas y 
normativas ya analizadas, pero que pasarán a expresarse:

a. Las posibilidades de interpretación dependen, en gran parte, de la decisión del 
legislador en la adopción de un modelo –dentro de él, de sus carácterísticas propias– y la 
necesidad de dotar a sus elementos de funcionalidad. Como se ha caracterizado hasta aho-
ra, podemos señalar que el sistema chileno exige dos tipos de presupuestos generales: i. el 
primero, que se refiere a que el diseño se basa en conducir las conductas y marcos generales 
de organización de las personas jurídicas en torno a reglas y deberes, por lo que la respo-

64  Navas y Jaar (2018) p. 1036.
65  Navas y Jaar (2018) p. 1036.
66  Villegas (2016) pp. 173 y ss. (En especial p. 190).
67  Ortúzar (2012) p. 220. 
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sabilidad, primero, se configura por la infracción a dichas reglas (de dirección y control) y, 
segundo, presupone contenidos normativos capaces de ser seguidos; y ii. el segundo presu-
puesto general, se caracteriza por exigir ciertos grados o modos de “pertenencia” del acto 
de la persona física a la persona jurídica que dan cuenta del merecimiento de pena también 
sobre la persona jurídica. En este caso, por no tratarse de un sistema de imputación basado 
en una pertenencia por destinación o por posición jerárquica del sujeto activo, sino por la 
atribución del hecho del tercero a un defecto de organización,68 es que la necesidad de acla-
rar el contenido de las reglas es radical. 

b. A diferencia de otros sistemas como el alemán y, de manera mucho más cercano, 
el sistema español o el italiano, en el sistema chileno, la necesidad de determinar desde 
donde interpretar funcionalmente el elemento analizado está relacionada con el aspecto 
“normativo” del diseño, precisamente, elemento que presenta un problema por su generali-
dad de contenido: ¿a qué se refiere con dirección y control?, ¿abarca todo tipo de conductas 
de terceros o solo algunas? 

En el análisis desarrollado más arriba, se concluyó que el sistema chileno adopta un 
modelo de “imputación penal al ámbito de organización propia del delito de un tercero” en 
que la persona jurídica es competente por los riesgos “corporativos”, del negocio u operati-
vos69. Desde un punto de vista normativo, y como ya se analizó, no se trata de una transfe-
rencia total del Estado a la organización de asumir solidariamente “deberes de policía” (bajo 
coacción) que, por razones prácticas70, abarcan la prevención y evitación de todos los deli-
tos desarrollados en su seno71, sino de asumir la autorregulación y el control de los “propios 
riesgos” (similar a la incumbencia), generadores de incentivos para conductas delictivas de 
terceros vinculados orgánica o funcionalmente con la organización. La diferencia entre un 
modelo y otro es relevante, ya que, mientras la referencia a deberes en el primer modelo 
impone una competencia formal a la persona jurídica por el solo hecho de materializarse 
el delito en su esfera de organización o realizarse por un órgano (lo que implica centrarse 
exclusivamente en el control o supervigilancia), en el segundo modelo se define por incum-
bencia material, esto es, por generar un nivel de riesgo que exigiría una organización, direc-
ción y autocontrol adicional interno72. En este último modelo la referencia normativa no lo 
es solo al “control” de conductas de terceros –y el injusto penal solo basado en la omisión–, 
sino, también, a la organización y dirección de la propia persona jurídica. 

Para un sistema de dichas características, como el caso chileno, la competencia sobre 
riesgos de las conductas delictivas de terceros (auto responsables) tendrá sentido solo si 
estos se encuentran en el ámbito de conductas motivables, posibilitadas y/o facilitadas por 
los incentivos desordenados propios de la organización (competitividad y maximización 

68  Valenzano (2015) pp. 169 y ss.
69  Nieto Martín (2017) p. 169.
70  Bedecarratz (2018) p. 210.
71  Propuesta de Nelly Salvo en Informe de Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del 
Senado, en Sesión 57 de fecha 8 de octubre, 2009, Legislatura 357 (Boletín Nº 6.423-07); en España, Robles 
(2009) p. 9; una crítica correcta a esta interpretación Ragués (2017) pp. 93 y ss.; Kuhlen (2014) pp. 103 y ss.
72  Véase el Mensaje del Presidente de la República Nº 018-357 de marzo 2009.
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en la búsqueda de beneficios)73; esto es, al definir si la conducta de la persona física es de 
aquellas sobre las que la propia organización tenga algún grado de capacidad de incentivo 
(por ejemplo, por orientación a la rentabilidad/optimización74 o el ethos de la empresa)75 y, 
por lo tanto, respecto de las cuales la organización deba asumir “excepcionalmente” compe-
tencia en el control o la vigilancia de las conductas de terceros autorresponsables. En parte, 
este sistema, como se ha dicho, está constituído por la referencia a deberes no solo de con-
trol, sino previamente también a deberes de dirección (organización de los riesgos).

La perspectiva objetiva ex ante del análisis “interés o provecho” es la que permite re-
construir precisamente tanto el ámbito de competencia como el contenido y límite de los 
deberes. Sin perjuicio de las diferencias con el sistema español, Ragués llega a conclusiones 
similares a las nuestras y que se justifican en que la adopción de un modelo estrictamente 
subjetivo no solo no generaría un aporte importante para el sistema –cuestión que ya he-
mos ratificado aquí– sino, adicionalmente, “dificultaría notablemente” la orientación de las 
personas jurídicas en el cumplimiento de sus deberes76. Aquella función orientadora solo la 
puede cumplir una perspectiva objetiva ex ante que facilite la definición de si un determi-
nado modo de comportamiento ingresa en la esfera de los deberes de dirección y control de 
la persona jurídica.

Lo anterior implica que no se trataría de un elemento similar al del sistema de 
alter ego –esto es, un hecho real de conexión77– ni tampoco propio de la distribución de 
cargas reparatorias (civil) que exigiría un beneficio ex post o de costos disuasivos (sanción 
administrativa)78, sino de uno que asegura que la amenaza penal solo quede restringida a 
un núcleo básico de la responsabilidad de las personas jurídicas.

c. En este contexto sistemático, los elementos “interés o provecho” y “directo e in-
mediato”, tienen la virtud potencial de servir a cuatro tipos de objetivos: i. como un modo 
de fijar la competencia para efectos penales (de carácter objetivo); ii. como un factor de co-
nexión adicional de carácter subjetivo; iii. como un elemento de “desconexión” de carácter 
subjetivo; y iv. como un modo de cualificación “penal” de las hipótesis merecidas de pena. 
La opción por una interpretación de naturaleza objetiva (ex ante) o subjetiva (ex post) del 
elemento “interés o beneficio” depende, entonces, en grado importante de si se va a enten-
der como un elemento que sirve a la fundamentación de la imputación o, por el contrario, 
si sirve solo para configurar un criterio de desconexión frente a una previa y perentoria vin-
culación aceptada a base de otro elemento formal.

El rechazo a la interpretación de este elemento como subjetivo, y que sirve como 
“criterio de imputación” o “factor de conexión” no se basa solo en los aspectos sistemáticos, 
sino también en que resulta absolutamente rechazable la inclusión de aspectos subjetivos 
de un tercero para atribuir como “propio” de otro un determinado fenómeno normativo o 

73  Nieto Martín (2017) p. 169.
74  En un sentido similar Piña (2012) p. 24.
75  Véase sobre este punto, Artaza (2013) pp. 256 y ss.
76  Ragués (2017) p. 110.
77  También García Cavero (2012) pp. 68 y ss.
78  No se comparte la opción de distribución de costos disuasorios en Cigüela (2015) p. 373.
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causal, ya que vulneraría abiertamente el principio de culpabilidad. La acentuación subjeti-
va (ex post) del elemento “interés o provecho”, por lo mismo, en la conducta de la persona 
física solo puede servir como criterio de desconexión. Aquella posibilidad, existente en el 
sistema italiano y español como se ha revisado, tiene sentido, sin embargo, en aquellos sis-
temas en que la vinculación previa es de carácter meramente perentoria y formal, como por 
ejemplo en aquellos sistemas basados en factores de conexión meramente orgánicos o en los 
modos de trasferencia de deberes de policía (absolutos). Aquello no es el caso del sistema 
chileno que establece un sistema de imputación normativo y consecuencial (imputación 
objetiva) que, afirmado, difícilmente puede luego ser desvinculado o derrotado por motiva-
ciones subjetivas acreditadas ex post.

En consecuencia, la calificación de elemento “extraño” de García Cavero, a la que 
hemos hecho referencia con anterioridad, podría ser eventualmente correcta, si es que se 
adopta dicha interpretación subjetivista y se le atribuye a este elemento ya sea la calidad de 
factor de conexión (imputación) por vulneración al principio de culpabilidad o de desco-
nexión por falta de consistencia sistemática (ilógico e innecesario). En cambio, si se adopta 
la perspectiva objetiva ex ante, rescata no solo toda la riqueza desarrollada por la tesis sub-
jetivista en nuestro país –aunque corrigiendo el problema de la culpabilidad–, sino que 
refuerza aspectos normativos relativamente difusos del diseño y aspectos vinculados con el 
merecimiento de pena. 

II. “DIRECTO E INMEDIATO” INTERÉS O PROVECHO, COMO MODO 
DE LIMITACIÓN DE LA ATRIBUCIÓN

Al igual que todos los adverbios, los conceptos “directa e inmediatamente” tienen 
una funcionalidad según su ubicación sintáctica de modificar o complementar un verbo, 
un adjetivo u otro adverbio. Así, lo que hace especialmente compleja su utilización en el 
art. 3 de la ley, es que estos adverbios están vinculados tanto a una frase verbal antecedente 
“fueren cometidos” como a la alocución “en interés o para su provecho”. Así, dos potencia-
les interpretaciones pueden llegar a desarrollarse. Cuál es su alcance, naturaleza y función 
penal, resulta una interrogante necesaria de definir.

(aa) La historia de la disposición no es clara en la incorporación de los adverbios 
“directo” e “inmediato”, aunque sí se sabe que fue hecha a propósito de una pregunta de 
un senador (Espina) relativa a la extensión “más allá de lo razonable” (por indeterminación, 
imprecisión y ampliación) de las cualidades de las personas físicas abarcadas por la norma, 
en especial, el de “estar bajo la dirección o supervisión de algún sujeto”79. La discusión se 
desarrolló, entonces, en torno a los vínculos no solo orgánicos con la institución, sino tam-
bién materiales y de la necesidad de limitarlos sustantivamente. Como propuso el mismo 
senador, debería limitarse a una relación “directa”, lo que hubiese exigido ubicar dicho ad-
verbio a continuación de la expresión “supervisión”. Aquello, sin embargo, no se concretó 
en tanto se advirtió –por el Senador Gómez– acerca de la posibilidad de que la hipótesis 

79  Véase Informe de Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, en Sesión 57 
de fecha 8 de octubre, 2009, Legislatura 357 (Boletín Nº 6.423-07).
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de externos que actúen también “por cuenta de la persona jurídica” podría considerarse 
suficiente para hacer surgir responsabilidad, lo que le parecía incorrecto (en el sentido de 
excesivo). La discusión posterior se desarrolló en torno a si se exigiría un conocimiento por 
parte de la primera categoría o jerarquía de sujetos (Gómez) o si se trataba de un problema 
normativo (abogada Salvo)80. 

Dos antecedentes sirven para aclarar teleológicamente la definición final de la comi-
sión: (i) se ejemplificó la hipótesis con el caso en que un empleado de la persona jurídica 
delinque, instrumentalizando la empresa (“a través de ella”), pero en su beneficio personal y 
directo, en cuyo caso debería excluirse la punibilidad; y (ii) no se incluyó la expresión “co-
metidos directa e inmediatamente” según lo propuesto por el senador Espina (después del 
concepto “supervisión”) –lo que hubiese solo acentuado su orientación a limitar los vínculos 
exclusivamente “no orgánicos”– sino al principio de todo el párrafo, lo que hizo, así aplicable 
la limitación a todas las hipótesis orgánicas y no orgánicas, como lo demuestra el ejemplo 
anterior, en tanto se trata de adverbios que quedaron relacionados con “cometerlo en interés”.

(bb) La utilización de los adverbios “directa e inmediatamente” no es exclusiva del 
elemento analizado, siendo incorporado, por ejemplo, en el derecho penal (en su art. 15 
Nº 1 Código Penal) o en el derecho civil (1558 del Código Civil), correspondiendo su ubi-
cación sintáctica a una limitación relevante para la dogmática81.

En el caso del art. 15 Nº 1 del CP, los conceptos “directa e inmediatamente” se vin-
culan con la frase “tomar parte en la ejecución”, por lo que su función modal es restringir 
la calificación de la autoría al sujeto que ha realizado actos típicos mediante su intervención 
material (directa) en la ejecución de la acción, sin que se encuentre mediado por la con-
ducta de otro82. El concepto de “inmediación”, por lo mismo, tiene por objetivo aplicar 
la norma solo a hipótesis de que la ejecución del hecho es dominada por el autor directo e 
inmediato, eliminando hipótesis de lo que modernamente denominamos actuar por medio 
de intermediarios voluntarios (actuar indirectamente) y de actuar utilizando o instrumenta-
lizando a otro (mediato)83. 

Por su parte, el art. 1558 del Código Civil utiliza los adjetivos “inmediato y directo” 
para desarrollar criterios diferenciados de atribución de responsabilidad84. La función de la 
cláusula “inmediata y directa”, según su ubicación sintáctica, es definir los daños indem-
nizables por incumplimiento doloso de una obligación a “cursos causales directos”85, y 
temporalmente “inmediatos”. El adjetivo calificativo “inmediato” da cuenta de la hipótesis 
del daño que se sigue a continuación del incumplimiento, sin que exista algún hecho que 
se agregue entre el ilícito y el daño86. Por su parte, es “directa” la consecuencia, si de alguna 

80  La tesis de la abogada Nelly Salvo suponía que la empresa debía asumir un “deber social de prevenir los deli-
tos” general.
81  Sobre la relevancia de la gramática en la interpretación penal, Kundlich (2018) p. 41.
82  Cury (2005), p. 595.
83  Véase en este sentido Etcheberry (2017) Tomo II, pp. 88 y s.
84  Véase al respecto Barrientos (2007).
85  Osterling (1968) p. 101: “Pero en ambos casos Pothier exigía que los daños y perjuicios fueran consecuen-
cia necesaria de la falta de cumplimiento de la obligación, y no consecuencia lejana o remota”.
86  Corral (2008) pp. 144 y s.
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manera “estaba llamado a desembocar en esa consecuencia”, en el sentido de que pueda ex-
plicar el daño87. 

(cc) Una tercera aproximación, de carácter funcional de los conceptos “directa e in-
mediatamente”, puede encontrarse en el derecho comparado, como ya se ha revisado. Im-
portante para estos efectos es resaltar que estos adverbios no son contemplados de la misma 
forma en los modelos comparados españoles e italianos, de manera tal que el legislador ha 
dispuesto para ellos una compresión mucho más amplia que el contemplado por el legisla-
dor para el modelo chileno, y una funcionalidad, a veces, diferente. Aquello significa que los 
análisis –o al menos parte importante de ellos– ya no son aplicables en el ámbito nacional.

Así, por ejemplo, el art. 31 bis 1 CP español –desde la reforma del año 2015 (que 
eliminó el concepto “en su provecho” y lo sustituyo por “en su beneficio”)– agregó que las 
personas jurídicas serán penalmente responsables [letra a)] por los delitos cometidos “en 
su beneficio directo o indirecto” o en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en 
beneficio directo o indirecto de las mismas. Según explica Feijóo Sánchez, esta referencia 
a beneficios directos e indirectos viene a avalar una interpretación amplia y extendida, 
que abarca no solo los beneficios económicos directos, sino también la evitación indirec-
ta de perjuicios, ventajas frente a competidores o el ahorro de costes (en prevención de la 
contaminación)88. Tampoco excluye supuestos donde el autor actúa motivado por un pro-
vecho propio, en la medida que indirectamente repercute también en un beneficio para la 
persona jurídica. Aquello implicaría tener que aceptar como abarcadas hipótesis en que la 
motivación esencial y principal no sea el beneficio de la persona jurídica, aunque la obten-
ción de este permita conseguir promocionarse gracias a dichas consecuencias beneficiosas89. 
Sin perjuicio de lo anterior, este autor limita los actos directos solo a aquellos que buscan 
generar beneficios de cualquier naturaleza, pero de carácter inmediato en sentido temporal: 
al menos a corto plazo90.

En un sentido similar, la literatura mayoritaria española ha sostenido que esta nueva 
cláusula constituye abiertamente una ampliación de las hipótesis, ya sea porque dejó de 
tener una connotación eminentemente económica y porque pasó a comprender hipótesis 
“indirectas” como una ventaja competitiva que se concrete en un beneficio patrimonial a 
medio o largo plazo, en un ahorro de gastos o costes, en una mejora de su posición en el 
mercado o en cualquier otro beneficio que se traduzca en términos económicos, etc91.

En el caso italiano, la norma señala que el ente será responsable de los crímenes co-
metidos en su interés o para su ventaja, sin establecer límites. Por lo anterior, se ha entendi-
do que alcanza una amplitud que abarca los intereses directos e indirectos. El único límite 
lo constituye el objeto, por lo que el art. 5º, párr. 2) excluye la responsabilidad cuando la 
conducta fue realizada nell’interesse esclusivo proprio o di terzi. De ahí que el mero resultado 

87  Corral (2008) p. 144.
88  Feijóo (2016) p. 82.
89  Feijóo (2016) p. 83.
90  Feijóo (2016) p. 83
91  Véase con mayores antecedentes Fernández y Chanjan (2016) p. 362.
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objetivo beneficioso –ex ante (interés) y ex post (ventaja)– para la entidad sea insuficiente, 
exigiendo un vínculo subjetivo más intenso. 

Si bien hay aspectos similares al modelo chileno de imputación, tanto en el sistema 
español como el italiano, estos comprenden hipótesis mucho más amplias de lo que expre-
samente exige el art. 3 de la ley chilena: relación directa e “inmediata”. Aquella diferencia 
se explica en la diferenciada funcionalidad que estos sistemas le proveen a los elementos 
“interés o provecho”.

(dd) La única funcionalidad posible de los adverbios “directa e inmediatamente” 
incorporados y vinculados al elemento “interés y provecho” del art. 3 de la Ley Nº 20.393 
–considerando los aspectos lingüisticos y sistemáticos antes analizados– es eliminar hipóte-
sis de representación o persecución de intereses de la empresa que son secundarias o acce-
sorias. Con estos elementos se persigue diferenciar de otras hipótesis que pueden motivar 
con seguridad la conducta de la persona física y/o eliminar objetivos, cuyo beneficio solo se 
obtiene con el paso del tiempo, o mediando otra acción o proceso. En algunos casos, tales 
exigencias pueden entenderse como una definición del ámbito de competencia (directo), 
mientras que en otros casos cumplen la función de definir el ámbito de merecimiento de 
pena (inmediato). Para efectos de observar los efectos de la incorporación de los adverbios, 
se exponen las siguientes combinaciones utilizando su significación lingüística desde el dic-
cionario de la Real Academia de la Lengua Española y la jurídica antes analizada. De acuer-
do con las combinaciones podemos llegar a las siguientes conclusiones:
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Adverbio
Exigencia típica, Art. 3 : conexión adverbial
(Demarcada en gris la constelación típica)

Directamente:
Que se encamina 
derechamente a un 
objetivo.

Inmediatamente:
Contiguo o muy cercano a 
algo o alguien; que sucede 
enseguida, sin tardanza.
Se sigue a continuación, 
sin que exista algún hecho 
que se agregue entre una 
circunstancia y otra

Directa e inmediatamente:
Conducta encaminada derechamente en 
interés o para provecho de la persona ju-
rídica, que se obtiene como consecuencia 
de esta, sin intervención de otras acciones, 
decisiones, procesos o ideas.

Mediato:
Que en tiempo, lugar o 
grado está próximo a una 
cosa, mediando “otra” 
entre las dos.

Directa y mediatamente:
Conducta encaminada derechamente en 
interés o para provecho de la persona jurí-
dica, pero que se obtiene mediando otras 
acciones, decisiones, procesos o ideas.

Indirectamente:
Que no va rectamente a 
un fin, aunque se pueda 
también encaminar a él.

Inmediatamente:
Contiguo o muy cercano a 
algo o alguien; que sucede 
enseguida, sin tardanza.

Indirecta e inmediatamente:
Conducta NO encaminada derechamente 
en interés o para provecho de la persona 
jurídica, que se obtiene enseguida, sin 
intervención de otras acciones, decisiones, 
procesos o ideas.

Mediatamente:
Que en tiempo, lugar o 
grado está próximo a una 
cosa, mediando otra entre 
las dos.

Indirecta y mediatamente:
Conducta NO encaminada derechamente 
en interés o para provecho de la persona 
jurídica, aun cuando objetivamente pueda 
favorecerle, cuestión que se obtiene si 
median otras acciones, decisiones, proce-
sos o ideas.

Excluyente:
Solo en interés 
individual de la persona 
física y/o de un tercero 
(ni directo ni indirecto)

Excluyente:
Solo en interés individual de la persona físi-
ca y/o de un tercero (ni directo ni indirecto)

III. CONCLUSIÓN Y EFECTOS

1º) A las interrogantes formuladas en la introducción, es posible, responder como si-
gue: al tratarse de un modelo en que el legislador no ha transferido a la persona jurídica un 
deber genérico de controlar y evitar “todos” los delitos al interior de la organización, sino 
solo uno limitado a la creación de riesgos organizativos, es que el sistema exige un límite 
material. Precisamente en ese contexto, la función del elemento objetivo “interés y prove-
cho” (que no se limita a aspectos económicos) en su modelo de referencia y concretamente 
en el sistema de imputación chileno, solo puede consistir –desde una perspectiva objetiva y 
ex ante– en ayudar a definir el ámbito de conductas motivables, posibilitadas y/o facilitadas 
por los incentivos propios de la organización; a partir de aquello, definir si las potenciales 
conductas de la persona física es de aquellas que la propia organización tiene algún grado 
de capacidad de incentivo y, por lo tanto, respecto de las cuales la organización deba asumir 
“excepcionalmente” competencia en el control o la vigilancia de las conductas de dicha per-
sona física autorresponsable. Por su parte, la exigencia de ser “cometidos directa e inmedia-
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tamente” en interés o provecho de la persona jurídica no debe ser entendida solo como una 
mera fijación de aquella competencia normativa, sino también como un elemento cualifi-
cador del injusto que define las hipótesis “merecidas de pena”. Lo anterior, debido a que se 
trata de un exigencia que supera la intensidad necesaria y justificada por su funcionalidad.

2°) De aquella conclusión, los efectos concretos respecto de las hipótesis dudosas 
serían los siguientes:

a. Hipótesis 1, “resultados beneficiosos ex post”: casos como el famoso Standard 
Oil Company of Texas v. United States92, en que las acciones realizadas por la persona 
física beneficiaron a la persona jurídica, desde una perspectiva ex post, sin perjuicio de que 
aquello no haya sido perseguido como objetivo ex ante por la persona física, no resultan ser 
necesariamente punibles en el sistema chileno. Al igual que en el caso norteamericano, si lo 
que se persigue con el análisis del “interés o beneficio” en el art. 3, es vincular los deberes 
objetivos (perspectiva ex ante) de la persona jurídica con la conducta de la persona física, 
no se puede tener por acreditado el factor de conexión solo desde una perspectiva objeti-
va ex post. Aunque, tampoco correspondería –como la hace la tesis subjetivista ex ante– la 
exclusión de la imputación por la sola razón subjetiva de que la “intención” de la persona 
física no haya sido la de beneficiar a la persona jurídica; aquello solo podría apoyar una 
desvinculación normativa posterior (“imputación objetiva”). Para resolver esta hipótesis, lo 
relevante es saber si objetivamente se trata de una conducta idónea para perseguir un inte-
rés del principal (y que, este a su vez, sea directo e inmediato), de manera que se trate de 
conductas de terceros que entren en la competencia normativa de la persona jurídica.

b. Hipótesis 2 “persecución de beneficios en interés mutuo”: de acuerdo con la tesis 
propuesta, hipótesis como la del caso United States v. Automated Medical Laboratories 
Inc.93, que se caracterizan porque las acciones realizadas por la persona física buscaban el 
beneficio de ella misma (desde una perspectiva ex ante, pero subjetiva), aunque no exclusi-
vamente ya que, con ello, también se podía beneficiar accesoria y objetivamente a la perso-
na jurídica, resultan ser problemáticas.

Como ya se ha señalado, los presupuestos y requisitos de la punibilidad en el art. 3 
de la Ley Nº 20.393 están establecidos para determinar el ámbito de competencia de los 
deberes de dirección y vigilancia de la empresa, que deberían cubrir las hipótesis en que los 
empleados se pueden motivar por la ilicitud a consecuencia de privilegiar los intereses de 
la persona jurídica y, por otro, fijar condiciones cualificadas de punibilidad de la persona 
jurídica (según los criterios del legislador). Lo lógico sería, entonces, que el sistema preten-
da cubrir solo aquellas hipótesis en que el sujeto se motiva a realizar el delito en orden a 
intereses de la empresa, en tanto solo aquello puede encontrarse en el ámbito de los “riesgos 
permitidos o no permitidos de la empresa”; por lo que será punible, solo cuando la con-
ducta de la persona física se explique por beneficiar a la empresa, sin intervención de otras 
acciones, decisiones, procesos o ideas (interés directo). No lo será, en cambio, cuando solo 
se pueda prever indirectamente (inmediata o mediatamente) una determinada consecuencia 

92  Standard Oil Company Of Texas v. United States (1962). 
93  United States v. Automated Medical Laboratories Inc. (1985)
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en favor de la persona jurídica. Eso sucedería, por ejemplo, en las hipótesis abstracta en 
que el sujeto compra cables de cobre robados (receptación), para luego poder ofrecérselos a 
mejor precio a la empresa en que él es empleado, ya que conoce que se está en proceso de 
adquisición de cobre. Se trata de un beneficio que, si bien está dirigido en última instancia 
a beneficiar a la empresa con un mejor precio, aquello está mediado por la potencial acep-
tación de la persona jurídica de comprar cables robados por parte de otro funcionario.

Lo que aquí interesa, empero, es que los delitos realizados en interés de la perso-
na física, con previsión ex ante de interés adyacente (indirecto) para la persona jurídica, 
que, aunque pueden ser abarcados por los deberes de previsibilidad de esta, no se encon-
trarán necesariamente abarcados por los presupuestos de punibilidad del art. 3 de la Ley 
Nº 20.393. Aquello puede ser criticado de lege ferenda, pero resulta ser una valoración desa-
rrollada concretamente por el legislador (de lege  lata), que parece ubicar el reproche penal 
exclusivamente en los delitos que el agente directamente podría intentar ejecutar en favor 
de la persona jurídica, evitando sancionar penalmente casos dudosos. 

c. Hipótesis 3, “persona jurídica como víctima”: menos complejos para el modelo 
chileno, cuestión que se refleja en cierta postura mayoritaria de la literatura, son los casos 
en que la persona jurídica resulta ser víctima del delito de la persona física94, principal-
mente porque difícilmente se puede hablar de formar parte del campo motivacional del 
riesgo desarrollado por la empresa en torno a sus intereses. Distintos son los casos –como 
el United States v. Sun-Diamond Growers of California95– en que la persona física con 
el objetivo de beneficiar a la persona jurídica realiza un delito –ej. pago de sobornos– uti-
lizando indebidamente recursos de la compañía, con lo que generó un daño pecuniario o 
reputacional. Sin perjuicio de lo anterior, se trata de una conducta –“cultivar este tipo de 
relaciones”96– que se encuentra cubiertas por la competencia y deber de control la empresa. 
Aquí, adicionalmente, existe una vinculación directa, sea como medio o como fin, que rela-
ciona a la empresa con la conducta del tercero.

d. Hipótesis 4, “exclusivo interés de la persona física o un tercero”: esta constelación 
nada tiene que ver con las anteriores, como lo ha sostenido tesis subjetivista (ex ante) que la 
ha calificado como una “sobrerreacción”, “mera acentuación” o “redundancia” del legislador 
al incorporarla en el del inciso final del artículo 3. Existen lecturas alternativas, perfecta-
mente plausibles y razonables en la medida que solo regula y excluye la responsabilidad en 
casos caracterizados por la mera vinculación formal entre persona física y jurídica. Todas 
las hipótesis anteriores, en cambio, corresponden a constelaciones en que existe ex ante o 
ex post, algún grado de beneficio (directo/indirecto y mediato/inmediato) para la persona 
jurídica, y deben ser resueltas en torno a los criterios del “interés o provecho” y “directo e 
inmediato” del inciso 1º del artículo 3.

94  Por todos Hernández (2010) p. 220 y ss.
95  United States v. Sun-Diamond Growers of California (1998).
96  Villegas (2016) p. 158.
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